
Santiago, treinta de julio de dos mil ocho.


Vistos:


En autos rol N°24.181-2007, del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de San Fernando, don Miguel Angel Benavente Arévalo deduce demanda en contra de la Caja de Compensación y Asignación Familiar 18 de Septiembre, representada por don Mauricio González Oyarzún, a fin que se declare injustificado el despido de que fue objeto y se condene a la empleadora al pago de las indemnizaciones, recargo legal y prestaciones que señala, con los respectivos reajustes, intereses y costas.


Evacuando el traslado conferido, la demandada solicitó el rechazo de la acción deducida en su contra, alegando que la exoneración del actor se ajustó a la causal contemplada en el artículo 160 N° 7 del Código del Trabajo, esto es, incumplimiento de las obligaciones que le impone el contrato de trabajo, la que se basó en una serie de conductas que demuestran su falta de control de los actos administrativos y operativos de la agencia que encabezaba. 

El tribunal de primera instancia, en sentencia de veintiséis de octubre de dos mil siete, escrita a fojas 123 y siguientes, hizo lugar a la demanda interpuesta, declarando que el despido del actor fue injustificado y condenando a la empleadora a pagar las indemnizaciones sustitutiva del aviso previo y por años de servicios, recargo legal y feriado proporcional por los montos que indica, más reajustes e intereses, sin condena en costas. 

Se alzó la demandada y la Corte de Apelaciones de Rancagua, por fallo de veinte de marzo de dos mil ocho, que se lee a fojas 160, confirmó la decisión de primer grado. 

En contra de esta última resolución, la Caja de Compensación emplazada deduce recurso de casación en el fondo, por haber sido dictada, a su juicio, con infracciones de ley que han influido en lo dispositivo de la sentencia, a fin que se la invalide y se dicte la de reemplazo que describe.


Se trajeron estos autos en relación.


Considerando:


Primero: Que la recurrente denuncia, en primer lugar, la infracción del artículo 160 N°7 del Código del Trabajo, fundada en que concurren, en la especie, los dos requisitos copulativos para que opere la causal invocada, estos son, que se incumpla una obligación por parte del trabajador y que dicha inobservancia sea grave, ya que el actor dejó de velar por la correcta actuación de los trabajadores a su cargo y tal omisión permitió que una de sus subalternas, doña Patricia Arenas Castro, se apropiara de siete millones de pesos, con el evidente perjuicio económico y moral para su parte, pues de lo anterior deviene  un detrimento de la imagen pública de la empresa. 


En cuanto a la gravedad de la conducta descrita, citando jurisprudencia al efecto, la empleadora recalca que la carencia de control por parte del demandante de los actos administrativos y operativos de sus subordinados, afectó y lesionó la seguridad, confianza y estabilidad que habían depositado los afiliados, lo que queda en evidencia, a su parecer, al firmar éste cheques en blanco en contra de la cuenta corriente de la Caja –pues era una de las personas de confianza que estaba facultada para ello- y, además, al no fiscalizar que los mencionados instrumentos fuesen girados a favor de los afiliados y beneficiarios correspondientes. Radica el error de derecho, entonces,  en la desatención de la Corte de Apelaciones respecto del hecho que era el actor quien debía, por sus funciones, ejercer tal control y vigilancia sobre cada uno de las labores de sus administrativos, ya que es a la luz de ese parámetro que debe ser analizada la entidad a que alude la norma. 

Acusa también la empleadora, la vulneración de los artículos 455 y 456 del Código del Trabajo, sustentada en que los jueces de la instancia no apreciaron las pruebas rendidas de acuerdo a las reglas de la sana crítica, por cuanto omitieron dar las razones jurídicas, lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asignaron valor o desestimaron cada una de ellas. Señala que la decisión impugnada se apoyó en un fragmento de los elementos allegados al proceso, sin un completo análisis y ponderación de la totalidad de ellos, ya que existen suficientes antecedentes para arribar a la resolución contraria, algunos de los cuales destaca. Critica que el análisis de los sentenciadores se haya limitado a la suscripción de un documento, sin considerar la gravedad de tal actuación y las consecuencias nocivas que derivan de ella.

Destaca la recurrente que, en todo caso, la firma de cheques en blanco no se enmarca dentro de las políticas y directrices de la empresa ya que la doble firma es, de hecho, un mecanismo de control establecido por ésta para evitar la apropiación de los fondos de los afiliados por terceros o por funcionarios de la misma. 


Finalmente, la demandada señala la forma como los errores denunciados influyeron en lo dispositivo del fallo atacado.

Segundo: Que en la sentencia impugnada se han establecido como hechos, en lo pertinente, los siguientes:

a) el 1° de noviembre de 2003, las partes celebraron un contrato de trabajo en virtud del cual el actor se obligó a desempeñar la función de Agente de la Caja de Compensación de Asignación Familiar 18 de Septiembre, en la ciudad de San Fernando, con una jornada exenta de los limites legales y una remuneración que, en gran parte, se determinaba sobre la base de la cantidad de cotizantes. En el mismo instrumento se deja constancia que el dependiente ingresó a la empresa el 25 de marzo de 1996.

b) con fecha 31 de enero de 2007, la empleadora comunicó al demandante el término de la relación contractual, a partir de la misma data, de acuerdo al artículo 160 N°7 del Código del Trabajo, esto es, el incumplimiento grave de las obligaciones que impone la convención, fundada en la falta de control de aquél respecto de los actos administrativos u operativos que se desarrollaban en la agencia que lideraba, lo que generó una pérdida importante para la demandada.    

c) doña Patricia Arenas Castro, ejecutiva de la misma sucursal, incurrió en irregularidades consistentes en el reemplazo de dos planillas de pago de imposiciones en efectivo, por otras dos de declaración de las mismas, apropiándose de los fondos pagados por los respectivos cotizantes. El 23 de mayo de 2007, la misma trabajadora fue formalizada ante el Juzgado de Garantía de San Fernando por haber utilizado cheques girados en blanco por el demandante, falsificando la firma del segundo suscriptor del documentos y que correspondía a la tercera persona autorizada para ello, apropiándose de una suma aproximada de siete millones de pesos.  


d) los funcionarios habilitados para firmar los cheques de que se entregaban en la agencia por conceptos de créditos o pagos y que siempre debían suscribirse por dos de ellos, eran el actor, María Calquín Poblete y la mencionada  Patricia Arenas Castro.  

e) el demandante, como agente de la sucursal San Fernando de la Caja emplazada, era el responsable del funcionamiento general de la misma y, por lo tanto, del desempeño de los funcionarios que trabajan para la demandada y que están sujetos a su mando. 

Tercero: Que sobre la base de los presupuestos fácticos consignados los sentenciadores estimaron que si bien el demandante incurrió en un acto reprochable al firmar cheques de su empleadora en blanco, ello no constituye un incumplimiento grave de las obligaciones que el contrato de trabajo le impone, debido a que su sola rúbrica era insuficiente para que el documento fuera cobrado, siendo necesario para ello que lo firmara alguna de las otras dos personas designadas por la empleadora para tal efecto, mecanismo usual de control para evitar el mal uso de una cuenta corriente. 

Descarta el tribunal, entonces, que haya sido la conducta del actor la que ocasionara un perjuicio económico a la demandada, sino más bien la actuación dolosa de la segunda persona responsable de hacer giros, pues ello permitió el cobro de algunos documentos en forma irregular. 

La actuación riesgosa del trabajador de dejar firmados cheques en blanco para que se efectuaran pagos durante sus salidas a terreno, se explica, según los jueces de la instancia, por la existencia de un mecanismo de control que hacía necesario una segunda rúbrica y la función desarrollada por la Caja demandada, pues su interés de mantener un número importante de afiliados hace necesario que el agente se preocupe de visitar a los trabajadores en el lugar que se desempeñan. 

Para rechazar la calificación invocada por la empleadora, los sentenciadores tuvieron en consideración, además, que ésta no alegó que el actuar irregular del demandante haya sido reiterado en el tiempo o fuera objeto de observaciones por parte de la empresa en sus diez años de servicios.    

Cuarto: Que para la resolución de la controversia de autos, es decir, decidir si las conductas del actor, establecidas en el proceso, constituyen el presupuesto tenido a la vista por el legislador como causal subjetiva de despido, en la especie, el incumplimiento grave de las obligaciones contractuales, cabe tener presente, en primer lugar, que el contrato de trabajo, definido en el artículo 7 del Código del ramo, es la convención por la cual el empleador y el trabajador se obligan recíprocamente, éste a prestar servicios personales bajo dependencia o subordinación del primero, y aquél a pagar por estos servicios una remuneración determinada. Dicho pacto constituye, entonces, un acto jurídico bilateral y consensual, que, para la formación del consentimiento y nacer a la vida jurídica, requiere del concierto de las voluntades que en él participan, tanto del trabajador como del empleador y cuyo elemento distintivo es la situación de subordinación en virtud de la cual el último se encuentra facultado para ordenar al dependiente el lugar, horario, y forma en que deberán cumplirse las labores.


Quinto: Que como lo ha declarado esta Corte en otras oportunidades, el contrato de trabajo se encuentra también marcado por un contenido ético, es decir, por el imperio de ciertos principios que las partes deben respetar, entre ellos, el deber de fidelidad y lealtad a que ambas se encuentran obligadas, atendidas, entre otras, las circunstancias de alta competitividad en el que se desarrollan en el mundo moderno las actividades empresariales. En efecto, el mayor o menor éxito de una empresa radica en la calidad y variedad de los productos que ofrezca a los consumidores de los mismos, características que, a su vez, dependen de un acertado proceso de producción en el que, sin duda, los trabajadores juegan un rol principal. Por lo mismo, las relaciones laborales han de desenvolverse en un clima de confianza, el que se genera en la medida que las partes cumplan con sus obligaciones en la forma estipulada, fundamentalmente, de buena fe, principio del cual se encuentra imbuido toda nuestra legislación y consagrado, especialmente en materia contractual, en el artículo 1546 del Código Civil. 
De esta manera, los mencionados deberes de solidaridad y colaboración, integrantes de la carga ética aludida, son claras directrices del comportamiento de los contratantes durante la vigencia de su vinculación, sujetándolos a varios deberes que si bien no han sido explicitados en el texto del contrato pertinente o consensuados expresamente, emanan de la naturaleza de la relación laboral, por ejemplo, que ninguna de las partes actuará en perjuicio o detrimento de la otra.

Sexto: Que como consecuencia de lo señalado, ante ciertas conductas del trabajador, graves y debidamente comprobadas, el legislador autoriza al empleador a poner término a la vinculación, sancionando a aquél con la pérdida de las indemnizaciones que, en ausencia de las primeras, le habrían correspondido, como ocurre con la invocada por la demandada para justificar el cese de los servicios del actor, pues ella implica que la convención no se está realizando de buena fe o el contratante respectivo no está siendo diligente al desarrollar las funciones para las que se le contrató. 

La propia severidad del efecto indicado determina que, en el caso que la actitud imputada al trabajador sea el incumplimiento de las obligaciones contractuales, éste deba ser de tal naturaleza y entidad que produzcan un quiebre en la relación laboral e impida la convivencia normal entre uno y otro contratante, o bien, se trate de conductas que lesionen y/o amenacen en cierto modo la seguridad y estabilidad de la empresa.     

Séptimo: Que, careciendo la disposición pertinente de enumeraciones o ejemplos respecto de su contenido y atendida la exigencia que el propio código hace al requerir que la falta del trabajador sea “grave”, aún cuando las partes le otorgaren una mayor relevancia a algunas de las obligaciones estipuladas en la convención de que se trata, cuyo no es el caso de autos, la calificación y subsunción de los hechos en los presupuestos de la norma es una cuestión valorativa y de apreciación, de la exclusiva competencia de los jueces del fondo, sobre la base de la ponderación de los antecedentes de cada caso, susceptible de ser controlada, sin embargo, en tanto vulnere el sentido de la causal respectiva y las normas de la lógica y las máximas de experiencia . 


Octavo: Que en la especie, tiene una innegable relevancia para estos sentenciadores la función de Agente que el demandante desempeñaba en la sucursal de San Fernando de la Caja de Compensación y Asignación Familiar empleadora, por cuanto éste no sólo tenía la calidad de trabajador dependiente, sino que además, era mandatario para la administración y gestión de aquélla, circunstancia que si bien, no lo exime de la subordinación y dependencia que caracteriza el vínculo laboral, le otorga la flexibilidad y discreción necesarias para el desempeño de su cargo, precisamente por la confianza que ésta implica. 
Noveno: Que reafirma lo ya señalado la conceptualización que el legislador, en el artículo 2116 del Código Civil, hace del mandato, como el contrato en que una persona “confía” la gestión de uno a más negocios a otra, pues de ella se desprende “como premisa indiscutible que en el mandato interviene necesariamente este elemento interno subjetivo: la confianza que induce al mandante a la celebración del contrato. Este elemento equivale a la “afectio societatis” del contrato de sociedad, que bien puede deducirse del tenor o espíritu del acto…” (David Stitchkin B., “El mandato Civil”, Editorial Jurídica de Chile, 1965).  


Décimo: Que en el referido contexto, desde la perspectiva de la lógica y las máximas de experiencia, cada decisión del actor como responsable del funcionamiento de la empresa, en la sucursal respectiva, tiene una profunda repercusión en cada uno de los procesos internos de la misma y por ende, en los de control, los que, a su vez, generan consecuencias que tocan aspectos externos de aquélla, esto es, la eficacia, eficiencia y calidad del servicio que se ofrece a los afiliados, por ejemplo, en el manejo seguro y acertado de los fondos que éstos remiten o requieren, como ocurrió en la especie. 

En efecto, si bien la decisión del señor Benavente de dejar documentos firmados en blanco para que fueran utilizados durante sus salidas a terreno puede ser considerada inocua por sí sola, dado que se trataba del cumplimiento de una exigencia –entre varias- para el cobro de los mismos, no lo fue, desde que fue acompañada por la omisión de supervisión de parte del actor respecto del cumplimiento de las demás etapas del procedimiento, es decir, la verificación de que a la segunda rúbrica, se haya seguido el lleno del documento en forma fidedigna a la operación que lo justificaba, tanto en el monto del pago como al beneficiario de él. 

Undécimo: Que el desentendimiento descrito, en que incurrió el trabajador, le estaba vedado como garante del mecanismo de control que, a consecuencia del mismo, finalmente, se tornó ineficaz e importó, en concreto, un actuar negligente, permanente en el tiempo, en relación a su función de autoridad máxima de la agencia, pues como mandatario y empleado de confianza de la empresa, ello le obligaba a verificar el funcionamiento de los procesos productivos y el aparataje administrativo de la misma. El reproche, entonces, no se erige sobre la base de hechos de terceros, imprevisibles e incontrolables, como lo acusa el demandante, sino en el abandono de deberes que éste se permitió respecto de una de las principales e inherentes cargas de una jefatura -denunciada por la empleadora- como es el de control y supervigilancia de las operaciones respectivas, a través de la verificación de las labores de sus subordinados, más aún cuando –por razones de eficiencia- justifica la propia transgresión de un importante procedimiento interno, sin siquiera precaver las consecuencias de ello.  
Duodécimo: Que conforme lo razonado, el correcto entendimiento de la causal de despido invocada por la demandada y a la luz de los criterios de la sana crítica, el demandante incurrió en el presupuesto de la misma, es decir, el incumplimiento grave de sus obligaciones contractuales de la forma descrita y que, por su envergadura, generó un quiebre en las relaciones laborales de la entidad suficiente como para conducir a la empleadora a adoptar la decisión unilateral de poner término a la vinculación que los unía. 

Decimotercero: Que al no haber sido así declarado en el fallo atacado, los sentenciadores infringieron los artículos 160 N°7, 455 y 456 del Código del Trabajo por falsa aplicación, yerro denunciado por la recurrente y que influyó sustancialmente en lo dispositivo de la sentencia desde que llevó a declarar injustificado el despido del demandante y condenar a la demandada al pago de indemnizaciones improcedentes en tanto la exoneración se ajustó a una causal legal que priva al trabajador respectivo de tales resarcimientos. 

Decimocuarto: Que en consecuencia, se procederá a acoger el recurso de casación en el fondo interpuesto por la demandada y anular la sentencia impugnada.


Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el artículo 463 del Código del Trabajo y 764, 765, 767, 783 y 785 del Código de Procedimiento Civil, se acoge, sin costas, el recurso de casación en el fondo deducido por la demandada a fojas 164, contra la sentencia de veintiséis de marzo de dos mil ocho, que se lee a fojas 160, la que, en consecuencia, se invalida y se reemplaza por la que se dicta separadamente y a continuación, sin nueva vista.


Regístrese.


N° 2.164-08.-
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Patricio Valdés A., señora Gabriela Pérez P., Ministro Suplente señor Julio Torres A., y los Abogados Integrantes señor Ricardo Peralta V., y Domingo Hernández E. No firman los Abogados Integrantes señores Peralta y Hernández, no obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por estar ambos ausentes. Santiago, 30 de julio de 2008.
Autoriza la Secretaria Subrogante de la Corte Suprema, señora Carola Herrera Brümmer.
Santiago, treinta de julio de dos mil ocho.


En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 785 del Código de Procedimiento Civil, se dicta la sentencia de reemplazo que sigue.


Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada, con las siguientes modificaciones:


a) se eliminan los motivos duodécimo, decimotercero y decimocuarto. 
b) asimismo, en el fundamento undécimo, se suprime el razonamiento signado con la letra e). 

Y teniendo en su lugar y, además, presente:


Primero: Los motivos razonamientos cuarto a undécimo de la sentencia de casación que antecede. 


Segundo: Que de esta manera, se concluye que el demandante incurrió en un presupuesto de incumplimiento grave de sus obligaciones contractuales, por cuanto se encuentra acreditado en autos que, sostenidamente en el tiempo, vulneró el mecanismo de control interno para el giro de cheques en la Agencia de la empleadora que encabezaba, suscribiéndolos en blanco, sin verificar posteriormente el procedimiento total efectuado para cada documento, especialmente que ellos fueran girados por el monto y en beneficio de los afiliados o clientes correspondientes a cada operación.


Tercero: Que, importando tales conductas una negligencia en el control administrativo que, dado su cargo, le era obligatorio efectuar al actor como responsable de la gestión y el personal de la sucursal de la Caja de Compensación demandada, circunstancia citada por ésta en la carta de despido respectiva y que, por su envergadura, dada la lógica y las máximas de experiencia, generó un quiebre en las relaciones laborales de la entidad suficiente como para conducir a la empleadora a adoptar la decisión unilateral de poner término a la vinculación que los unía, pues el dependiente era su mandatario para la gestión de la empresa en la ciudad de San Fernando y para lo cual se le había colocado, como empleado de confianza, a la cabeza de la misma, la acción de autos será desestimada por cuanto el despido del trabajador fue ajustado a la normativa que regula materia. 


Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 463 y siguientes del Código del Trabajo, se revoca la sentencia apelada de veintiséis de octubre de dos mil siete, escrita a fojas 123 y siguientes, en cuanto declara injustificado el despido del actor y ordena el pago de las indemnizaciones y recargo legal y, en su lugar, se decide que se rechaza la demanda intentada en tales aspectos, confirmando, en lo demás, el referido fallo.


Regístrese y devuélvase.


N° 2.164-08.-
Pronunciada por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Patricio Valdés A., señora Gabriela Pérez P., Ministro Suplente señor Julio Torres A., y los Abogados Integrantes señor Ricardo Peralta V., y Domingo Hernández E. No firman los Abogados Integrantes señores Peralta y Hernández, no obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por estar ambos ausentes. Santiago, 30 de julio de 2008.
Autoriza la Secretaria Subrogante de la Corte Suprema, señora Carola Herrera Brümmer.

